Carátula 


SEÑORA DALMAS.- En nombre de la Bancada del Frente Amplio, solicito que se trate la Carpeta N* 
409/05, referida a Contribuyentes del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR RIOS.- Quiero referirme a una modificación del Decreto-Ley N* 14.411, cuyo texto le hice 
llegar al señor Presidente, aunque aclaro que este tema no estaba incluido en el orden del día. 


Teniendo en cuenta las dificultades que se han suscitado, el Poder Ejecutivo ha presentado 
este proyecto, de carácter general, que excluye del aporte unificado a aquellas obras de menor cuantía 
que hacen a la pintura, la reforma y algunas actividades complementarias que la Ley N* 14.411 tiene 
incorporadas en el sistema de aporte unificado. 


Concretamente, se modifica el artículo 3”. Actualmente, su texto expresa: “Esta ley 
comprende aquellas actividades de la industria de la construcción que desarrolle cualquier persona 
física o jurídica y que estén destinadas a la construcción, refacción, reforma o demolición, para sí o 
para terceros, en carácter de constructor. 


El Poder Ejecutivo, dentro del término de sesenta días de la vigencia de esta ley y con 
informe del Consejo Central de Asignaciones Familiares, queda facultado para extender el régimen a 
aquellos subcontratistas que desarrollen en forma principal su actividad en la obra. 


Quedan expresamente excluidos de este régimen, los subcontratistas de taller y las fábricas 
de materiales”. Eso es lo que dice la Ley N* 14.411, en el mencionado artículo. 


El artículo que acabo de leer se sustituye por el único artículo que tiene el proyecto de ley que 
dice: “Sustitúyase el inciso 3” del Artículo 3% del Decreto Ley 14.411, de 7 de agosto de 1975, por el 
siguiente: 


“Quedan expresamente excluidos de este régimen: 


a) Los subcontratistas de taller. 

b) Las fábricas de materiales. 

Cc) Las industrias extractivas. 

d) Las actividades cumplidas directamente en obra referidas a yesería, pintura de 


mantenimiento, electricidad -excepto la reinstalación en obra- instalación de aire acondicionado y 


calefacción, según lo determine la reglamentación”. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: pediría no tratar este proyecto hoy a fin de poder estudiarlo más en 
profundidad, porque observo varias dificultades en esta redacción. Creo que lo que se agrega es el 
literal d), si la memoria no me falla. Advierto que faltan algunas cosas y que otras pueden sobrar, en la 
medida en que se trate de obras de refacción y no nuevas. En ese sentido, me parece que es 
necesario modificar la redacción, razón por la cual pediría se me conceda una semana más para 
elaborar una redacción adecuada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación al planteo que hizo el señor Senador Alfie sobre este proyecto, 
también pediría que cuando se discuta, se incluya un proyecto de ley que he presentado con referencia 
a este tema y que se vincula con las exoneraciones a trabajos cuyo costo no exceda las 80 Unidades 
Reajustables. Aclaro que estoy hablando del proyecto que mencionó el señor Senador Ríos, el cual 
establece que todo tipo de obra se tiene que registrar en Asignaciones Familiares, en un plazo de cinco 
días. Por nuestra parte, lo que planteamos me parece que es una iniciativa importante, porque 
establece que a una ley que ya está vigente se le agreguen determinados elementos. No obstante, 
entiendo que deberíamos analizar los trabajos de un costo menor a 80 Unidades Reajustables -que 


representa una suma de alrededor de $ 20.000- porque no hay que olvidar el tema relativo a las 
changas, con el que se han generado enormes dificultades durante el verano. 


En ese sentido, hemos presentado también un proyecto del que hablamos con el Director del 
Banco de Previsión Social y que se encuentra a estudio de esta Comisión. El planteo, concretamente, 
consiste en establecer que las obras de hasta 80 Unidades Reajustables -es decir, hasta $ 20.000- 
reciban el mismo tratamiento -o sea que se haga una presentación ante el Consejo de Asignaciones 
Familiares, tal como establece la ley, en un plazo de cinco días- pero con la salvedad de que queden 
exonerados los que realizan la changa. 


SEÑOR RIOS.- En principio, estoy de acuerdo en que este es un tema que podemos discutir e, incluso, 
me parece interesante, porque la Ley de Unificación de Aportes muchas veces lo que hace es generar 
restricciones tan grandes que provocan importantes evasiones y problemas posteriores de 
documentación de los bienes inmuebles. Lo que el señor Presidente plantea me parece correcto que lo 
incluyamos en el orden del día, pero creo que los dos proyectos tienen un eje central es diferente. 


SEÑORA DALMAS.- Pero se está planteando un aditivo al que tenemos en consideración. 


SEÑOR RIOS.- Puede ser un aditivo, pero me parece que los proyectos tienen una causa diferente, es 
decir, las nuevas tecnologías y las obras pequeñas que realiza la persona en su hábitat normal, y creo 
que el proyecto al que hace mención el señor Presidente refiere a dejar sin aportes hasta una cifra 
equis de dinero. Considero que son proyectos que pueden ser complementarios, pero no que se los 
incluya en una sola norma, porque en cuanto a la naturaleza jurídica, uno tiene el objeto de liberar de 
aportes y el otro tiene como objeto las nuevas tecnologías que hacen a la vida doméstica. Hoy, colocar 
un aire acondicionado es como tener en muchas casas una cafetera; ya no forma parte de un sistema 
constructivo, que es lo que prevé la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo solicitado, queda postergado el punto. 


Se pasa a considerar la Carpeta N* 409 de 2005, que hace mención a los contribuyentes del 
Banco de Previsión Social y el dictado de normas para su inclusión y regularización, estableciendo 
bonificaciones para los buenos pagadores. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Es importante que este tema figure en el orden del día de la próxima sesión del Senado. Por lo 
tanto, hay que designar a un miembro informante. 


SEÑOR GALLINAL.- Propongo que sea designado el señor Senador Ríos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún Senador se opone, designamos al señor Senador Ríos como 
miembro informante de este proyecto de ley. 


Por otra parte, con relación a un planteo que habían realizado los señores Senadores Alfie y 
Gallinal -creo que fue en la última sesión de esta Comisión- referente a la situación de la empresa 
Vanmni, se me había solicitado que mantuviera contactos con el señor Ministro de Economía y Finanzas. 
En tal sentido, en una oportunidad llamé a su despacho y el señor Ministro estaba en un almuerzo de 
ADM. El día lunes le manifesté a su secretaria la preocupación y le solicité que me devolviera la 
llamada. Obviamente, no fue el mejor momento, porque al otro día se iba al exterior con el Presidente 
de la República. 


Este es un tema que se torna cada vez peor y me gustaría conocer la opinión de algunos 
Ministros, como el del Interior, el de Economía y Finanzas y el de Trabajo y Seguridad Social. No estoy 
haciendo este planteo como una convocatoria; acá se dictó una ley y realmente se sigue en la misma 
situación. Por lo menos, me gustaría tener una noción del tema y no que nos enteremos por los diarios. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


Entonces, se resuelve realizar las gestiones pertinentes para que concurran los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social, para analizar la viabilidad de una solución para 
el caso de la imprenta Vamni. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay un proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, que contó 
con el apoyo de todos los sectores políticos, por el que se modifica el artículo 77 de la Ley N* 17.738 y 
se establece la compatibilidad, en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
entre la jubilación por edad avanzada en función de las condiciones que se establecen en ese artículo, 
y todo otro goce de jubilación o pensión. Me parece que estamos en condiciones de aprobarlo. 


Hablé con los Legisladores González Álvarez -que fue quien presentó la iniciativa- y Abdala - 
que fue el miembro informante- y les pedí que conversaran sobre el tema con los integrantes de la 
Comisión, porque en la redacción del proyecto de ley aprobado se omitió un inciso. 


En el artículo 77 de la ley original se establecía: “la jubilación por edad avanzada será 
incompatible con el goce de otra jubilación o retiro”. Ahora se cambia el término “incompatible” por 
“compatible”, pero se mantienen las demás condiciones. Sin embargo, en la ley había una excepción, 
porque a renglón seguido se decía: “No obstante en el caso de afiliados en actividad a la fecha de 
promulgación de la presente ley que, a la misma fecha fueren beneficiarios de prestación de jubilación 
por la causal común servida por el Banco de Previsión Social y tuvieren en el caso de las mujeres 
cincuenta y nueve o más años de edad”, etcétera. Esa excepción la omitieron cuando se aprobó la 
compatibilidad, por lo que esos ciudadanos quedarían afuera. En consecuencia, correspondería 
aprobar el proyecto, agregándole como último inciso el mismo que figura en el texto original. 


Lo que yo le pedí a los demás Diputados fue que ellos fueran buscando el consenso en la 
Cámara, al tiempo que en el Senado aprobábamos el texto ya con esa modificación. 


Estuve reunido con la gente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios, que vinieron a verme por este tema, ya que les urge que se apruebe. Yo les dije que se 
estaba cometiendo esta discriminación, porque por un error se dejó afuera a esta gente, y ellos me 
respondieron que no tenían ninguna objeción en que se agregara este inciso, pero que necesitaban 
que se aprobara rápidamente. Les manifesté que haría las gestiones necesarias para lograr su pronta 
aprobación en el Senado, ya con la modificación, asegurándoles que cuando el tema ingresara a 
consideración de la Comisión del Senado, ya estaría en conocimiento de los compañeros de la Cámara 
de Representantes -como lo dije antes- a fin de ir avanzando y acelerar la sanción con las 
modificaciones introducidas en este ámbito. 


SEÑORA DALMAS. - Yo no estoy en condiciones de votarlo hoy. 


SEÑOR RÍOS.- Yo tampoco; tendría que hacer alguna consulta. Aclaro que no es porque esté en 
desacuerdo. De todas formas, podemos realizar una sesión extraordinaria, porque sé que los 
representantes de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios están 
preocupados. Sólo tendríamos que tomar contacto con los compañeros de Bancada. 


SEÑOR GALLINAL.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, podríamos resolver que si la 
consulta resultara afirmativa, quedara aprobado de manera ficta, agregándose al orden del día del 
Senado, si la respuesta fuera negativa, lo incluiríamos en el orden del día de nuestra próxima sesión. 


(Apoyados) 


SEÑOR ALFIE.- Recibí una carta -que fue enviada a todos los Senadores- del Centro Integral del 
Personal de ANTEL, donde explican que fueron desconocidos por las Oficinas de Planeamiento y 
Presupuesto y del Servicio Civil en las negociaciones salariales. 


La verdad que no comprendí la nota y me gustaría saber si alguien me la puede explicar. 


SEÑORA DALMAS.- Justamente, hablé con la Presidenta de ANTEL sobre este tema y lo que ella me 
trasmitió fue que, desde el punto de vista legal, tienen que regirse en los ámbitos oficiales de 
negociación para convenios por la norma del sindicato más representativa; sin embargo, ninguna 
organización puede ser excluida de la negociación bipartita. Por lo tanto, ellos han recibido y piensan 
seguir recibiendo delegaciones; incluso van a hacer el esfuerzo para crear un ámbito permanente 
bipartito, pero a nivel de la empresa. A la hora de hacer un convenio colectivo salarial y demás, los 
podrán tener en cuenta, pero quiero decir que, oficialmente, se han regido por las normas con que 
cuentan todos los Consejos de Salarios. 


Quería brindar la información que tengo en este momento. 
(Ingresan a Sala representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Coordinadora de Jubilados 
y Pensionistas del Uruguay, adherida al PIT-CNT. 


Alos efectos de que hagan su exposición, cedemos la palabra. 


SEÑOR MORALES.- Soy el Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y vengo acompañado 
de una delegación del Consejo Directivo Nacional y de la Plenaria de la Coordinadora. En primer lugar, 
quiero agradecer esta invitación. 


Siendo conscientes que en materia de seguridad social el Parlamento no tiene iniciativa y 
que quien la tiene es el Poder Ejecutivo, y en función de que estamos muy preocupados por los 
rumbos por los que va la seguridad social del país, queríamos conversar con esta Comisión, como 
parte de uno de los Poderes del Estado. Además, la inmensa mayoría de los compañeros que integran 
la delegación han defendido a estos tres Poderes durante toda su vida, a través del trabajo, 
enriqueciendo al país con su esfuerzo, manual o intelectual, y cuando hubo que defender la 
democracia, muchos de ellos lo hicieron; incluso muchos de ellos pagaron con prisión o con exilio el 
haber defendido la democracia. 


Entonces, como nosotros entendemos que democracia también es vivir decorosamente, más 
allá de que el Parlamento no tenga iniciativa en esta materia, queríamos trasladarles nuestra 
preocupación. 


Los señores Senadores tienen a estudio un proyecto de ley que ya fue aprobado por la 
Cámara de Representantes, referido a facilidades para los deudores del Banco de Previsión Social. 
Este proyecto contempla, nada más y nada menos, que la situación de alrededor de 30.000 empresas, 
que en su inmensa mayoría y en una actitud delictiva -no lo decimos nosotros, sino las leyes y el 
Código del Proceso Penal- se quedaron con los aportes de sus trabajadores. Sencillamente: no los 
vertieron al Banco de Previsión Social. La apropiación indebida está catalogada como delito; si 
cualquiera de nosotros se apropia de algo que no es de él seguramente tendrá problemas con la 
Justicia. Hasta hoy, los patrones que incurren en ese delito son pasibles de sanciones a través de la 
Justicia. 


De aprobarse este proyecto de ley, esa figura delictiva se levantaría sin convocar 
específicamente al Parlamento, potestad que no sabemos si el Poder Ejecutivo tiene. No sé si me 
explico; tenemos nuestras dudas acerca de eso, aunque no cabe duda de que se trata de un delito, 
porque la apropiación indebida indudablemente lo es. 


En definitiva, de ser aprobado este proyecto de ley y homologado por el Poder Ejecutivo, a 
esas patronales que se quedaron con el aporte de sus trabajadores se les daría hasta seis años de 
facilidades para que puedan pagar ese dinero mal habido, que seguramente incluye sus propios 
aportes, porque si se quedaron con los de sus trabajadores, tampoco habrán vertido los propios. 


Vemos que acá hay varios problemas. Un empresario buen pagador, por ejemplo, ¿por qué lo 
es, si se queda con el dinero de sus trabajadores y después le dan un plazo de seis años para arreglar 
la deuda? En este sentido, uno de los argumentos que hemos escuchado es que este proyecto de ley 
cuenta con los seguros para que esto no vuelva a ocurrir. La inmensa mayoría de esas 30.000 
empresas, que son evasoras, que se apropiaron del dinero de sus trabajadores, son deudoras 
contumaces en todas las materias, no sólo con el Banco de Previsión Social, sino en materia impositiva 
y demás. Se trata de empresas que toda la vida han estado especulando con que si no les dan 
facilidades o un convenio, despiden a tantos o cuantos trabajadores. Siempre se utiliza al trabajador 
para buscar ese tipo de facilidades. 


¿Qué nos dice la experiencia y los antecedentes? Que estas empresas hacen convenios a 
tres o a cinco años, pagan los primeros meses hasta conseguir los certificados de importación y 
exportación, y después “si te he visto, no me acuerdo”. Al año siguiente repiten la misma calesita, es 
decir, realizan el mismo juego para conseguir otra vez los certificados de importación y exportación. 
Conocemos muchos casos en los que se ha procedido así. Incluso, sabemos de empresas que 
comunicaban al Banco de Previsión Social que si éste los obligaba a pagar sus deudas, cerraban, y 
así, cientos de trabajadores quedaron en la calle. Varias empresas que decían esto, cerraron. Una de 
ellas es, por ejemplo, CIMA España. Ahora vemos que hay problemas con Metzen y Sena, que fue una 
de las empresas que presionaron a los poderes públicos diciendo que si no les daban facilidades, 
cientos de trabajadores iban a quedar en la calle, y lo cierto es que, aunque se los perdone, cientos de 
trabajadores quedan en la calle. 


Existe como antecedente una ley que hace algunos años presentó el señor Senador Michelini, 
para exonerar a las empresas que se comprometieran a absorber determinada cantidad de muchachos 
jóvenes por mes. Y bien, las exoneraron, pero luego de tomar a los jóvenes y obtener las 
exoneraciones, los despedían al poco tiempo y los dejaban sin trabajo, o los tomaban con contratos a 
término. 


Indudablemente, estamos ante empresas que son muy eficaces en la evasión de sus 
obligaciones. En consecuencia, pensamos que si blanqueamos la situación de estas empresas, se 
hará lo propio con los trabajadores y se van a crear más puestos de trabajo, lo que va a redundar en 
bien del país y del Banco de Previsión Social. 


Hay varios millones de pesos de deuda -creo que $ 3.000:000.000- que, según los 
argumentos que se utilizan para que se vote este proyecto de ley, volverían a las arcas del Banco de 
Previsión Social. Nosotros creemos que esto es una ilusión óptica y que no van a volver, por los 
antecedentes que existen en la materia. Además, va a alentar al buen pagador a que no pague, porque 
después puede hacer un convenio. Es decir que quien cumplió sus obligaciones a rajatabla va a 
quedar en desventaja y va a querer competir con las mismas ventajas de aquel que no pagaba. Ese es 
uno de los primeros peligros. 


Por otra parte, ¿qué pasa con las víctimas de este delito? Voy a plantear dos casos para 
graficar de alguna manera lo que decimos y demostrar la razón de nuestros dichos. Se trata de dos 
personas que fueron al Banco de Previsión Social a jubilarse porque, según su cuenta, tenían 35 o más 
años de trabajo registrado y aportado al organismo y, dado que tenían más de 60 años, querían 
llamarse a descanso y dejar su lugar de trabajo para la muchachada joven. Pero sucede que, por 
ejemplo, en el caso del compañero Roque Chiappa, se encontró con que, en lugar de 35 años de 
trabajo registrado, tenía 9, porque durante 26 años, ese patrón al cual ahora vamos a favorecer, se 
había metido el dinero de los aportes en el bolsillo. Es decir que le descontaba religiosamente los 
aportes, pero se quedaba con ese dinero, y ahora el Banco de Previsión Social no le reconoce a este 
hombre 26 años de trabajo. Imaginen los señores Senadores la cantidad de dinero de la que estamos 
hablando. Y lo peor del caso es que este hombre no va a poder jubilarse, porque por más que trabaje 
los años que le quedan, no va a llegar a reunir los 35 que necesita. No va a poder obtener, siquiera, 


una jubilación por edad avanzada, porque para ello se requieren 15 años de trabajo, y a los 70 años le 
darán -o no- una pensión a la vejez, porque ello dependerá de lo que ganen sus hijos, sus nueras, sus 
cuñados o sus consuegros, como está ocurriendo ahora. 


Otro ejemplo es el del compañero Benjamín Cardozo, que fue al Banco de Previsión Social 
porque había contabilizado 35 años de aportes, pero se encontró con que, en realidad, tenía 31, 
porque la empresa de construcción en la que trabajaba -la empresa de Jorge Posse- se quedó con 
cuatro años de sus aportes. Este hombre tiene 62 años, pero se ve que ha pasado una vida muy mala, 
porque, si bien tiene sólo tres años más que yo, aparenta por lo menos treinta años más. A esta 
persona, en el despacho del Presidente del Banco de Previsión Social le contestaron que volviera 
cuando cumpla 70 -no sé si llega a los 66; ojalá que sí- porque en ese momento le iban a dar una 
jubilación por edad avanzada. 


En realidad, hay miles de casos como estos, y cientos de estas personas pasan por el local de 
nuestra Coordinadora. Todas las semanas, todos los meses, recibimos gente que va al Banco de 
Previsión Social y se encuentra con que sus patrones se quedaron con sus aportes, por lo que no se 
pueden jubilar. Podrán conseguir una jubilación por edad avanzada si llegan a los 70, pero ellos tienen 
derecho a una jubilación normal porque contribuyeron con su trabajo a construir la riqueza de este 
país, la riqueza de muchos de los gobernantes anteriores y muchos de los gobernantes actuales, la 
riqueza de los empresarios que se quedaron con su dinero. Incluso, muchas veces les dicen que 
cuando el que era su patrón pague toda la deuda, se van a poder jubilar. Al patrón le dan seis años 
para pagar, pero imagínense que si no pagó la deuda y se quedó con su dinero cuando lo tenía, no va 
a pagar en menos de ese plazo, si es que lo hace, ya que estamos seguros de que la inmensa mayoría 
no lo va a hacer, tal como lo demuestran los antecedentes. En el caso de que pague, la persona se 
jubilará a los seis años, si es que vive. También se le puede hablar de otra opción, consistente en que 
pague el 50% de la deuda que hay con el Banco de Previsión Social, obtenga la jubilación y, de ella, 
se le debite el otro 50%. Pero si uno tiene el 50% de estos 26 años -así se lo dijimos al compañero 
Roque Chiapa- lo mejor es no jubilarse, porque la jubilación que va a obtener va a ser miserable. Las 
tasas de reemplazo son miserables, debido a la Ley N* 16.713 que, desgraciadamente, sigue vigente a 
pesar de que había un compromiso por el cual inmediatamente después de que cambiara el Gobierno, 
se iba a modificar. Entonces, nosotros le decimos a la gente que si tiene el dinero correspondiente a 
esos 26 años, que lo ponga a plazo fijo, pues sacará mucho más que con la jubilación miserable que le 
darían. 


Acá tenemos las dos caras de este problema y, al respecto, el Senado tiene la posibilidad de 
corregir el proyecto o votarlo tal como viene de la Cámara de Representantes. 


Nosotros venimos a reclamar que no se vote esta ley, ya que la misma es un disparate; es 
convalidar el delito; es alentar a la gente a que delinca. Por suerte para esas patronales, hay un 
secreto tributario y bancario, pero nosotros quisiéramos saber si de verdad pasan por una muy mala 
situación y corren el riesgo de cerrar, que es el argumento que se maneja. 


Repito que venimos a reclamar que esa ley no se vote y que se levante ese secreto a los 
efectos de saber qué es lo que deben, qué es lo que no y cuál es su situación económico financiera. 
Además, debería hacerse con esas empresas lo mismo que se hace con los demás ciudadanos. 
Cualquiera de los que estamos acá todos los meses tenemos enormes dificultades para pagar la luz, el 
agua, el teléfono, los impuestos, el boleto, los medicamentos. Hay compañeros que, sencillamente, no 
resuelven el problema: no van al médico, y les cortan la luz y el agua. Esto les pasa todos los días a 
mujeres y hombres que dedicaron los mejores años de su vida a este país a través de su trabajo. 


Se nos dice que la situación se va a acomodar, pero nosotros no tenemos tiempo para esperar 
a que se resuelvan los gravísimos problemas que padecemos. Si tuviéramos treinta años menos, 
esperaríamos, pero basta con observar nuestras caras: el menor soy yo, y tengo 62 años. 


Pensamos que, más allá de que el Parlamento no tiene la iniciativa, puede votar o no este 
proyecto de ley, y por eso reclamamos al Senado que no lo vote. Con este proyecto de ley no se va a 
estar favoreciendo el trabajo; se va a estar favoreciendo a delincuentes que se quedaron con la plata 


de esos trabajadores. Y asumimos responsablemente lo que decimos. Dijimos esto en la Cámara de 
Representantes y no nos escucharon; esperamos que el Senado sí nos escuche. 


Se buscan facilidades para los patrones, pero habría que conocer el “vía crucis” que debe 
atravesar una mujer o un hombre que se quiere jubilar, o que se jubiló. Por ejemplo, el señor Eber de 
los Santos tenía un bar modesto, un bar de barrio en sociedad con otra persona; se enferma, se le 
hace una junta médica y el Banco de Previsión Social lo jubila por enfermedad. Este señor no tenía un 
buen relacionamiento con su socio, y como éste no tenía para pagarle al contado la parte 
correspondiente, acordaron que Eber de los Santos fuera todos los días al bar, se sentara en una 
mesa, y una vez que recogiera determinada cantidad dinero que habían pactado, se iría. Entonces, 
sucedió que el socio, unos inspectores del Banco de Previsión Social -que no sabemos bien qué fue lo 
que inspeccionaron- y unas vecinas del barrio que, evidentemente, no tienen nada que hacer, 
atestiguaron contra este hombre y dijeron que iba a trabajar al bar todos los días. Como el trabajo no 
es compatible con la jubilación por enfermedad, le sacaron la pasividad, y hoy se quedó sin teléfono y 
sin agua, próximamente le cortarán el servicio de luz y está al borde del suicidio. Hace unos días 
hicimos un acto en la Plaza Independencia, y como no sabemos cómo va a terminar esta persona, le 
pedimos que intentara salir de la depresión en la que se encuentra. Sabemos que el camino en el que 
piensa no es el correcto, pero comprendemos su situación. 


Se podrán imaginar lo que significa trabajar toda una vida, poner el hombro al país y 
construir una familia para llegar a esta edad y encontrarse, de la noche a la mañana, “con una mano 
atrás y otra delante”, como se dice corrientemente, porque nos sacan lo poco que tenemos. Lo que le 
ha sucedido a este hombre le pasa a miles de uruguayos, porque el Banco de Previsión Social es 
implacable con el de abajo, pero al de arriba le da ciertas facilidades. 


Hoy hemos venido a pedir a esta Comisión que trasmita al Pleno nuestra solicitud de que no 
se apruebe este proyecto de ley porque, de ser sancionado, se estará favoreciendo a gente que toda 
su vida vivió de los demás, tratando de sacar ventaja del trabajo de otros. 


Por otro lado, venimos a plantear otras preocupaciones, porque sabemos que se va a 
instrumentar un nuevo sistema tributario que, según las noticias que hemos recibido, fijará un monto no 
imponible en el entorno de los $ 7.000. Está claro que la inmensa mayoría de los jubilados no llega a 
percibir esa cantidad, y 350.000 no sobrepasan las tres unidades básicas de prestación. Sin embargo, 
hay algunos jubilados que sí perciben $ 7.000, pero ese dinero no se lo están regalando, porque 
durante su vida aportaron por esa cantidad y también por más, aunque por los topes terminen 
cobrando esa cifra. Pero resulta que, por la reforma tributaria, esta gente va a pagar mucho más de lo 
que aportan ahora. Sabemos que este tema no está cerrado, que no está laudado, y por eso venimos a 
plantear nuestra preocupación. Como el análisis de este tema está en manos del Parlamento, 
queremos pedirles que recuerden que somos una organización muy coherente, que no cambia su 
discurso según el tipo de gobierno. Siempre hemos mantenido una posición y, en cuanto a las cifras, 
queremos que quede claro que nos manejamos con los valores que ha utilizado el país en los últimos 
años. Entonces, con relación al nuevo sistema tributario, pedimos que el monto no imponible alcance 
hasta la media canasta básica. 


Por otro lado, también deseamos plantear nuestra inquietud con respecto a la salud de los 
jubilados. A ese respecto, mantuvimos una entrevista con el Director General de Secretaría, 
economista Olesker, quien nos hablaba de un período de transición para luego ingresar por completo 
en el sistema nacional de salud. En esa oportunidad, quisimos dejar en claro que es ahora que 
estamos preocupados por la salud de los jubilados. En este momento, los propios jubilados estamos 
pagando el recibo mutual de 49.000 compañeros, aunque en aproximadamente 45.000 ó 46.000 casos, 
éste queda encima de la mesa de luz como un artículo de lujo que no se puede utilizar y que se guarda 
para un momento de emergencia, para el caso de necesitar, por ejemplo, una internación. Sucede que 
los jubilados no podemos pagar los tiques de medicamentos, ni los que se requieren para la consulta 
médica o los distintos estudios. Entonces, si bien se paga la mutualista a muchos compañeros, estos 
después no la pueden utilizar. Vemos, entonces, que los jubilados, las personas más débiles de la 
sociedad, están subvencionando un sistema mutual perverso que no atiende a la gente. ¿Creen los 
señores Senadores que es justo que seamos nosotros los que sostengamos este sistema perverso? 
Nosotros creemos que no. 


La inmensa mayoría de los jubilados se atienden en Salud Pública, pero tienen que vivir 
dramas tremendos -al respecto, se le puede preguntar a nuestra compañera Felisa- ya que cuando 
necesitan un especialista tienen que ir a los Hospitales Maciel o Pasteur a pedir la consulta con tres, 
cuatro o cinco meses de antelación, dada la gran demanda. Si hay que pedir un medicamento, Salud 
Pública no cuenta con ellos y si hay que darse un inyectable, hay que llevar la jeringa. Es más; para 
internarse, los pacientes tienen que llevar hasta las sábanas. Es así que los compañeros se mueren 
porque no tienen atención médica, perdiendo el tesoro más preciado que es la vida. La salud es un 
derecho humano fundamental y dada esta situación, no se está atendiendo bien. 


Nos sentimos contentos por la incorporación de un sistema nacional de salud. Se nos dijo 
que será igualitario y que se va a cumplir la sentencia de que pague más quien gane más y menos el 
que percibe menos, ¿pero saben una cosa? Cuando se implante este sistema, habrá un montón de 
compañeros al que no le servirá para nada, porque desde donde estarán -es decir, desde el otro 
mundo- no les resolverá ningún problema. Por lo tanto, pedimos una solución ahora. 


Toda la vida nos preocupó este tipo de cosas y pensamos que se iban a arreglar en esta 
etapa. Quizás, alguno de los señores Senadores discrepe con nosotros, pero repito que somos 
coherentes. Además, uno de los causantes de la desgracia de nuestro país, ahora entra y sale del 
Banco de Previsión Social como “perico por su casa”, y ya van cinco o seis veces que se reúne con el 
Directorio de dicho Banco. El Vicepresidente del Fondo Monetario Internacional, en una visita muy 
fugaz que hizo a nuestro país, expresó que se gasta mucho en jubilaciones, que el sistema de 
Seguridad Social es muy caro para el Uruguay y para que nuestro país se aboque a otros problemas, 
habría que profundizar la privatización. 


En un reportaje que le hacen al Presidente del Banco de Previsión Social en el diario “La 
República” señala que hay cosas que están bien porque el FMI dijo que estaban bien. 


Ahora, se habla de que hay un proyecto de ley que rebaja los años de aportes para jubilarse. 
Somos el único país que exige 35 años de aportes para poder jubilarse. De acuerdo con uno de los 
artículos del proyecto alternativo que habían presentado los trabajadores, parece que se rebajaría a 30 
años; pero fíjense cómo tenemos razón cuando decimos “hecha la ley, hecha la trampa”, ya que 
parecería que por otro lado, se está tratando de impulsar el aumento de la edad, es decir, pasar de 60 
a 65, porque “Don Fondo Monetario Internacional” dice que los uruguayos nos jubilamos muy jóvenes y 
que ahora, como la expectativa de vida ha aumentado, se gasta mucho en Seguridad Social. 


La última frutilla para decorar la torta es el anuncio del Subsecretario de Economía y 
Finanzas. Antes, algo más del 80% del Presupuesto de la Seguridad Social lo cubría el Banco de 
Previsión Social con su recaudación. A partir del Acto 9 de la dictadura, que nunca fue derogado, y 
después reafirmado por la Ley N* 16.713, el Banco de Previsión Social tiene que aportar alrededor de 
un 54% para poder pagar la Seguridad Social. Para los jubilados, para la inmensa mayoría, esta 
Seguridad Social es nefasta. Cuando hablaba de la frutilla que iba a decorar la torta, me refería a que 
el Subsecretario de Economía y Finanzas anunció que los patrones, en lugar de pagar el 2,5% de 
aportes patronales, pagarán el 7,5%. Nosotros nos preguntamos: ¿quién va a pagar la Seguridad 
Social? ¿Cómo va a aguantar el Estado el gasto de la Previsión Social? Dicen que es para que se 
abran más puesto de trabajo. Por favor señores; hay una cantidad de industrias, de actividades que 
están exoneradas del aporte a la Seguridad Social y, sin embargo, son las industrias en donde el 
desempleo ha caído más: la construcción, el taxímetro hasta hace poco, la actividad rural, etcétera. Al 
contrario, no crean más empleo, sino que cada vez crean menos, por la tecnología o por lo que sea e, 
incluso, de menor calidad. 


Se pone a los viejos contra los jóvenes y se alimenta la idea de que los viejos somos una 
carga social, pero algunos se olvidan de que, por razones biológicas, todos o la inmensa mayoría 
vamos a llegar a esta etapa. 


En realidad, tendríamos mucho más para decir, pero los señores Senadores tienen muy 
ocupado su tiempo. Quizás el compañero Ibarra podría dejar aquí, como un aporte, alguna de sus 
experiencias vinculadas con lo que decíamos anteriormente. 


Por nuestra parte, cuando éramos dirigentes de los trabajadores públicos y también desde 
que somos jubilados, hemos venido muchas veces a este Parlamento y conversado mucho con los 
Legisladores, haciendo exposiciones como la que estamos haciendo en este momento. No obstante, 
debemos confesar que desgraciadamente hemos venido, hemos hecho nuestras exposiciones, se nos 
dijo que todo estaba bien -algunos, incluso, dijeron que no compartían nuestra opinión, que éramos 
injustos- pero nunca hubo soluciones. Aspiramos a que esta oportunidad no sea como las anteriores y 
que hoy, por lo menos, nos vayamos con el compromiso de que los señores Senadores, en lo que les 
compete que es votar la ley, por lo menos nos comprendan, nos entiendan y también accedan a lo que 
solicitamos. 


En lo que tiene que ver con aquellos aspectos en los que los señores Senadores no tienen 
iniciativa, pedimos que, por lo menos, alerten al Poder Ejecutivo de que no se trata solamente de cifras 
globales, sino que hay que ponerle rostro humano a los problemas de la gente. Por eso es que 
nosotros hablamos sobre el caso de los compañeros Cardozo y Chiappa; obviamente, si hablamos en 
forma genérica, los números cierran muy bien, pero hay que ver la cara de la gente y hay que tener 
rostro para afrontar sus planteamientos. Poco antes de salir de la Coordinadora, llegó una mujer que 
nos dijo que había presentado 36 años de trabajo para jubilarse y solamente le reconocieron 9 años. 
Hay que ver la cara de la gente, su dolor, cuando uno les dice que no se va a poder jubilar. 


Entonces, pido a los señores Senadores que nos entiendan, porque es muy duro llegar a viejo 
y seguir viviendo como estamos viviendo nosotros. 


SEÑOR IBARRA.- Aclaro que solamente voy a referirme al tema del proyecto de ley y a lo que decía el 
compañero Morales sobre la regularización de adeudos. 


Este es un tema muy viejo en el Banco de Previsión Social y al respecto hay muchas 
anécdotas y casos que contar. Recuerdo que cuando desapareció el Jockey Club, estaba en el 
Directorio el compañero Colotuzzo y yo estaba con él, ayudándolo. En aquella oportunidad, vimos en 
un Acta la exposición de un representante blanco, el doctor Risso, que expresó que el día anterior se 
habían rematado todos los muebles del Jockey Club y no habían sido capaces de mandar un escribano 
a levantar una “silla”. El edificio, por su parte, no se vendió. 


En ese sentido, también tengo en mente algunas mutualistas, como es el caso de Empleados 
Civiles de la Nación, la cual desapareció hace algunos años. El edificio se encuentra en Mercedes y 
Cuareim, abandonado, y aunque se intentó rematarlo unas cuantas veces, el Banco de Previsión 
Social no ha hecho nada para cobrarse las deudas. También recuerdo a la mutualista CEMECO, 
ubicada en Mercedes y Germán Barbato, a MIDU y a CIMA, entre otras. Con respecto a Empleados 
Civiles de la Nación, sabemos que después se fusionó con una cooperativa de médicos llamada 
COMAEC y quedó un edificio en Bulevar Artigas y Maldonado correspondiente a su sanatorio, que 
también se encuentra abandonado. Lamentablemente, el Banco de Previsión Social no hace nada por 
cobrar lo que le corresponde, aun sabiendo que podría cobrarse -está autorizado para ello- en 
terrenos, en propiedades, etcétera, y no necesariamente en dinero. 


Con respecto a este proyecto de ley, tenemos algunos inconvenientes con lo que establece, 
sobre todo acerca de lo que decía el compañero Morales en cuanto a que se perdona a un deudor que 
cometió un delito. Tengo aquí en mi poder las manifestaciones de un Diputado en las que alega a favor 
de la iniciativa que se aprobó en la Cámara de Representantes, con fecha del 6 de abril. El Legislador 
recordó que en la actualidad hay cobros de adeudos por procesos de apropiación indebida, que esos 
trámites demoran mucho tiempo y se trata de deudas difíciles de cobrar. Creo que está mal informado 
O no sé qué pasó. 


Tengo un caso para presentarles de una pobre señora, lavandera, que presentó 37 años de 
trabajo, y una funcionaria del Banco de Previsión Social de la agencia Unión, quizás para ayudarla, le 
hizo poner dos años más. Los 37 años estaban reconocidos, pero no esos dos, que como caían dentro 
de los dos años para que quede prescripta la deuda, empezó a generarla. En una primera instancia, 
dicha deuda fue de $ 50.000, luego pasó a $ 153.000 y en agosto le llega un embargo genérico por $ 
1:013.000. ¡Qué disparidad de criterios! Tengo aquí los nombres de los abogados y algunos 
procuradores del Banco de Previsión Social que hicieron estas gestiones. Vemos que para algunas 


cosas son muy diligentes: para esta señora, en el mes de julio del año pasado abrieron algún Juzgado 
especial a fin de tramitar su tema, pero con estos grandes deudores, evasores del Banco de Previsión 
Social en grandes cantidades, no se hace nada. Se nos dice que es difícil el cobro, pero a esta pobre 
señora sí se le presenta la deuda. Por suerte no tiene nada, porque ya le hubiesen sacado todo. 


Les dejo estos documentos en los que, reitero, están los nombres de varios abogados y 
procuradores. Averigúé y me dicen que el BPS tiene que poner abogados muy buenos. Los que figuran 
aquí son funcionarios del Banco, quizás sean abogados y procuradores, pero cobran como empleados 
de la institución. Entonces, lo que tiene que hacer el Banco es poner buenos abogados y cobrar. 


Por otra parte, lo que decía el señor Morales es algo grave y tiene que ver con el secreto 
tributario. No se puede saber quién debe y quién no. 


Recuerdo el caso de dos Legisladoras -está presente el Presidente que es de Canelones- 
que hicieron un pedido de informes sobre una compañía de tejidos de alambre, para saber si estaba al 
día, y les contestaron que como había secreto tributario no se podía dar la información. Hay que ver 
cómo se puede levantar dicho secreto, no totalmente, sino cuando hay algún pedido de informes 
específico. 


Además, como decía el señor Morales, está el caso de una empresa que cierra y deja 600 
trabajadores en la calle. 


Hay una empresa -no la voy a nombrar pero si ustedes quieren tengo todos los documentos 
necesarios, e incluso la nota que en el año 2001 presenta el Presidente de la empresa al entonces 
Presidente del Banco de Previsión Social, señor Gasparri- que solicitó la regularización de adeudos, 
expresando que como la situación desde el año 1998 -tres años atrás- no era buena, solicitaba que lo 
pagado por aporte patronal de esos tres años, el Banco lo pusiera en aportes personales. Tengo 
también la información de la Sala de Abogados del Banco de Previsión Social y vemos que este pedido 
es aceptado. Quizás esto sea legal, pero creo que hay que modificarlo. Me pregunto: ¿cómo quedaron 
los balances del Banco de Previsión Social? 


Por lo tanto, no estamos de acuerdo con la forma en que se maneja el Banco de Previsión 
Social, que puede cobrar las deudas de otra forma y no perdonando a personas que cometieron 
delitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes saben -ya que han concurrido muchas veces a esta Casa- 
nosotros no podemos hacer ningún tipo de consideración en este momento, salvo luego de que 
ustedes se retiren. No obstante ello, debo decir que la exposición ha sido muy completa y ha quedado 
registrada en la versión taquigráfica. 


Por otro lado, quería darles alguna información sobre dos puntos que ustedes no plantearon. 
Uno de ellos -que es muy importante y tiene que ver con su lucha diaria- tiene relación con la prima por 
antigúedad. A título informativo, quiero comunicarles que el año pasado fue presentado en la Cámara 
de Representantes un proyecto de ley a ese respecto, aunque por distintas razones hasta el momento 
no se comenzó a discutir. 


Otra de sus luchas históricas, a partir de 1982, tiene que ver con el decreto ley de la dictadura 
por el que los jubilados dejaron de percibir el aguinaldo. Conocemos el tema porque hemos tenido 
contacto con ustedes desde hace muchos años, y la semana pasada presentamos un proyecto de ley 
sobre la base de una canasta familiar, dos Salarios Mínimos -aunque ustedes tenían tres Salarios 
Mínimos- en el que estarían contemplados, aproximadamente, 560.000 pasivos. Voy a entregarles una 
copia del proyecto de ley que se encuentra a estudio de la Comisión. En el análisis de la exposición de 
motivos, hice especial hincapié en que la recaudación de la Dirección General Impositiva aumentó U$S 
776:000.000 en un año. Ustedes habrán visto los pasacalles que están a la salida de la Caja de 
Jubilaciones, que dicen “Que paguen más los que tienen más, para darle a los que tienen menos”, y 
nosotros entendemos que se dan las condiciones para que hoy sea tomado ese proyecto de ley. 


Simplemente, quedamos a las órdenes. 


SEÑOR MORALES.- Es cierto que omití hablar de eso al principio, pero hacemos un reconocimiento, 
pues hoy por la mañana, a través del informativo, nos enteramos de que el señor Senador Lara había 
presentado ese proyecto. Días pasados tuvimos una conversación al respecto con el señor Senador y 
si bien no es lo que pedíamos, debemos reconocer que es el puntapié inicial para retomar esa 
conquista. 


Otro de los temas que sí puede considerar el Parlamento, pues una vez que las leyes están 
homologadas este tiene que vigilar su cumplimiento, es la aplicación de la Ley N* 17.550, pues el 
Banco de Previsión Social sigue violándola. De 94 agencias que el Banco de Previsión Social tiene en 
el país, sólo en 40 de ellas se pagan jubilaciones y pensiones. El argumento dado es que se tiene que 
gastar mucho y que por la cantidad de gente que va a ir, no vale la pena. Nosotros tenemos entendido 
que las leyes no se evalúan económicamente y no se interpretan, sino que están para ser cumplidas. 
Los miembros políticos del Directorio del Banco de Previsión Social están evaluando las leyes y 
creemos que eso no es correcto. Si resulta caro, lo que tendría que hacer el Directorio del Banco de 
Previsión Social es investigar por qué, una vez aprobada la Ley N* 17.750, se sacaron las alarmas y 
los dispositivos de seguridad de todos los locales, y buscar responsabilidades. Pienso que aunque 
hubiera un solo jubilado que quisiera cobrar en el Banco de Previsión Social, se tendría que respetar su 
voluntad porque, precisamente, lo que establece la Ley N* 17.750 es la libertad de opción del jubilado a 
cobrar donde lo crea más conveniente. Considero que los señores Senadores tendrán que evaluar el 
perjuicio económico que el no cumplimiento de esa ley le está acarreando al país, porque por pagar de 
forma tercerizada se van U$S 7:000.000 al año; esos U$S 7:000.000 que dicen no tener para pagar el 
aguinaldo, para devolver el 1% a los jubilados de Industria y Comercio, o para pagarnos la prima por 
edad. 


También está el tema del ajuste en julio, que estamos reclamando, pero no sabemos qué va 
a pasar. 


Nos da tristeza que sólo quede el Presidente -se lo agradecemos- porque en otros países el 
viejo es fuente de respeto, de consideración y de cariño; de alguna manera, las ausencias demuestran 
lo que se piensa y lo que se siente acerca de los viejos. Aclaro que este comentario va por nuestra 
cuenta. Seguramente los señores Legisladores que se fueron van a leer nuestro comentario, que va 
para ellos. 


Nos preocupa que ahora se hable de que los Consejos de Salarios van a ser por 18 meses. 
Recordamos que los ajustes jubilatorios se dan en el mismo momento que los de los funcionarios 
públicos; se habla de que pueden ser entre seis meses y un año, según la variación del IPC en el año 
móvil anterior. Nos preocupa porque se habló de ese cambio en los Consejos de Salarios, pero no se 
habló de los jubilados. Por tanto, nos gustaría que esta Comisión del Senado, que es la especializada 
en la materia, consultara al Poder Ejecutivo acerca de qué va a pasar con nosotros. 


Por último, quisiera agradecer a la Comisión el habernos recibido y nos ponemos a sus 
órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradecemos a la delegación que nos visita por su 
aporte. Nos mantendremos en contacto. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 22 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


